TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL - FAMILIA
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos
Pereira, cinco de agosto de dos mil nueve.

Acta No. 366 del 5 de agosto de 2009.

Expediente 66001-31-03-003-2009-00169-01
Se decide la impugnación que interpuso el señor Senen Machado Mena frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del  Circuito de Pereira, el 23 de junio del presente año, en la acción de tutela que instauró contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Unidad Territorial Risaralda, el Fondo Nacional de Vivienda y Comfamiliar Risaralda.
ANTECEDENTES

Expuso el demandante que es desplazado del municipio de Bagadó; como tal, se encuentra registrado en Acción Social de Pereira; en su angustiosa situación se le ha negado el derecho a una vivienda digna; elevó derechos de petición y nunca le dieron “una razón justificada que concluyera a la verdad. Todo ha sido falso lo que dicen porque pregunto en que Tiempo, modo y lugar sucedió lo que allí me dicen y que me den el monto del subsidio de mi madre para yo hacer el seguimiento y es falso lo que dicen porque la respuesta no es de acorde con lo que exijo…”
Considera lesionado el derecho a una vivienda digna y a la prórroga de la “A.H.E.”, ya que se encuentra pagando arrendamiento desde hace mucho tiempo, sin ser reconocido por el Estado. 
ACTUACIÓN PROCESAL

La acción correspondió al Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira que la admitió por auto del 8 de junio de este año y dispuso las notificaciones de rigor.

La subdirectora de Atención a la Población Desplazada de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, refirió, en síntesis, que el demandante está inscrito en el Registro Único de Población Desplazada y le han suministrado todos los componentes de la ayuda humanitaria de emergencia; que además se le programó la entrega de la segunda prórroga a través de la Unidad Territorial Risaralda, que informará el lugar y la fecha en que podrá acercarse a realizar el cobro respectivo; que el grupo del citado señor fue beneficiario del programa de Generación de Ingresos de la subdirección de  Atención a la Población Desplazada, para lo cual se le brindó capacitación, seguimiento, acompañamiento y un apoyo económico por $1.200.000.  Solicita se niegue la tutela porque dentro del marco de sus competencias, han realizado todas las gestiones encaminadas a dar cumplimiento a la ley.
El Director Administrativo de Comfamiliar Rda. dijo que no es la entidad  competente para otorgar subsidios de vivienda de interés social a la población desplazada, facultad que la tiene Fonvivienda; que sin embargo adelantan todo el trámite operativo de postulación de subsidios de los ciudadanos del departamento que no pertenecen al sector formal de trabajo y en el caso concreto, al grupo familiar del que hacen parte Katere Machado y Adelaida Mena, en la convocatoria de 2004 se les adjudicó un subsidio para vivienda de $10.200.000, “el que se encuentra plenamente legalizado por compra de vivienda ubicada en la casa 32 del Barrio José Hilario López de la ciudad de Pereira y con matrícula inmobiliaria No. 290-25450, compra que fue realizada por $12.600.000”; que en la postulación del señor Machado se incluyen nuevamente esas personas, lo que prohíbe la ley, y por esa  razón debe acudir a una nueva convocatoria diciendo estrictamente la verdad.
El apoderado del Fondo Nacional de Vivienda -Fonvivienda-  expresó, en síntesis, el derecho a la vivienda es de naturaleza prestacional y su disponibilidad encuentra límite en los recursos disponibles para ese fin, no es exigible de manera inmediata y deben cumplirse unas condiciones para otorgarlo; que el demandante se postuló con su grupo familiar a la convocatoria para la población desplazada en el año 2007 en Comfamiliar Risaralda y se encontró que un integrante de su grupo fue beneficiario de un subsidio por parte de Fonvivienda “y la fecha de asignación es mayor a la fecha de desplazamiento”, lo que significa que el citado señor ha sido beneficiario (con su grupo familiar) de uno de tales subsidios y en tales condiciones no puede serlo nuevamente pues eso generaría una doble asignación, lo que prohíben la Ley 3 de 1991 y el Decreto 951 de 2001. Pide se niegue la tutela solicitada. 

La instancia culminó con sentencia del 23 de junio último en la que  se negó el amparo solicitado. Consideró la funcionaria de primera instancia que el actor se ha beneficiado de los programas sociales dirigidos a la población pobre y vulnerable y ha recibido sumas de dinero, capacitación, asistencia psicológica y subsidio de vivienda para su núcleo familiar, además de otros programas.
Inconforme con esa decisión, el demandante la impugnó al no compartir los argumentos de la empresa Comfamiliar, los que no son válidos “porque realmente no tiene como demostrarme lo que yo estoy diciendo bajo la gravedad del juramento”.

CONSIDERACIONES

1.- La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2.- Pretende el demandante se ordene a la entidad demandada la prórroga en la ayuda humanitaria que requiere por su condición de desplazado.

En su jurisprudencia la Corte Constitucional ha enseñado que la entrega de la ayuda humanitaria de emergencia o su respectiva prórroga a la población desplazada, hace parte de sus derechos fundamentales y la ha definido, así:

“… la asistencia humanitaria es un conjunto de actividades a cargo del Estado dirigidas a proporcionar socorro a las personas desprotegidas en casos de desastres naturales, hambruna, terremotos, epidemias y conflicto armado interno. Por tal motivo, dada su gran importancia, ha sido considerada como un “derecho de solidaridad de tercera generación”, reconocido principalmente en instrumentos internacionales de derechos humanos que hacen parte del Bloque de Constitucionalidad y que encuentran su fundamento en principios constitucionales tales como el Estado social de derecho, la dignidad humana, y en derechos fundamentales que se encuentran íntimamente ligados como la vida, la dignidad humana, mínimo vital, la salud, la vivienda, entre otros.

“En suma, la asistencia humanitaria en términos generales debe ser entendida como un derecho radicado en cabeza de la población civil, consistente en la facultad de reclamar del Estado la ayuda necesaria para salir de la situación de emergencia en la que se encuentran los Ciudadanos como consecuencia de causas naturales o humanas.

En el caso de los desplazados por los grupos al margen de la ley, su finalidad es otorgarles el auxilio que requieren para atender sus necesidades básicas de alimentación, salud, alojamiento, entre otras, que les permitan satisfacer sus necesidades más apremiantes.

En relación con el término durante el cual se tiene derecho a la asistencia humanitaria, el artículo 15 de la Ley 387 de 1997 lo establecía en tres meses, prorrogables por otros tres más, pero la Corte Constitucional, en  sentencia C-278 de 2007 declaró la exequibilidad condicionada de esa disposición, bajo el entendido de que la asistencia sería prorrogable, hasta tanto el afectado se encuentre en condiciones de asumir su propio sostenimiento. En ese fallo, se expresó: 

“Si bien es conveniente que la referencia temporal exista, debe ser flexible, sometida a que la reparación sea real y los medios eficaces y continuos, de acuerdo a las particularidades del caso, hasta salir de la vulnerabilidad que atosiga a la población afectada, particularmente en esa primera etapa de atención, en la cual se les debe garantizar condiciones de vida digna que hagan viable parar el agravio, en tránsito hacia una solución definitiva mediante la ejecución de programas serios y continuados de estabilización económica y social.

 

“Teniendo en cuenta, entonces, que el estatus de desplazado no depende del paso del tiempo sino de una condición material, dichos programas sólo pueden iniciarse cuando exista plena certeza de que el desplazado tiene satisfecho su derecho a la subsistencia mínima, al haber podido suplir sus necesidades más urgentes de alimentación, aseo personal, abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas, aspectos a los que apunta este componente de atención de acuerdo con lo estipulado en el artículo 15 de la ley 387 de 1997”

Frente al caso particular de la prórroga, la petición debe ser evaluada en cada evento para determinar si el afectado puede o no sostenerse por su propia cuenta, de acuerdo con los parámetros señalados en la última providencia que se ha citado, y requerirá una respuesta oportuna de Acción Social, que de ser positiva, ha de señalar la fecha cierta en que se hará la respectiva entrega. 

Aparece acreditado que el actor y su núcleo familiar están inscritos en el Registro Único de la Población Desplazada y han recibido ayuda humanitaria de emergencia como lo expresó en su respuesta la entidad accionada, hechos que además no ha negado el peticionario.

También que al citado señor, Acción Social le aprobó una segunda prórroga de atención humanitaria, como lo plasmó esa entidad de manera expresa al pronunciarse sobre la acción propuesta.
Sin embargo, tal determinación no se le ha comunicado al accionante como se desprende del referido escrito en el que manifestó la representante de la entidad “que una vez se surtan los trámites administrativos y financieros, la Subdirección  de Atención a Población Desplazada a través de la Unidad Territorial RISARALDA informará al accionante lugar y fecha  en la cual podrá acercarse a realizar el correspondiente cobro”.

En esas condiciones, como es deber de la entidad demandada brindar la información que le permita conocer al demandante si procede o no la prorroga de la ayuda humanitaria, así como la fecha y el lugar  en que le será suministrada, se concederá el amparo solicitado exclusivamente para que Acción Social le brinde información clara y precisa en relación con la entrega de la asistencia humanitaria adicional que reclama por esta vía y que como se expresó en la respuesta a la demanda, ya se autorizó.

3.- Pretende además el actor que por este medio excepcional de protección constitucional, se le proteja su derecho a una vivienda digna, el que considera lesionado con la negativa en otorgarle un subsidio para ese fin.
Tratándose de población desplazada el derecho a la vivienda digna es un derecho fundamental. Así lo enseña en su jurisprudencia la Corte Constitucional que además ha  explicado: “En tal sentido, en la etapa de estabilización socioeconómica, el contenido de este derecho está dado por el deber de las autoridades públicas de brindar a la población desplazada soluciones de vivienda de carácter definitivo, por ejemplo, a través de la adjudicación de subsidios familiares de vivienda rural o urbana…”

El artículo 1º del Decreto 951 de 2001 define el subsidio familiar de vivienda como un aporte estatal en dinero o especie, otorgado por una sola vez al beneficiario con el objeto de facilitarle una solución de vivienda de interés social, sin cargo de restitución, siempre que el beneficiario cumpla con las condiciones que se establecen en la Ley 3ª de 1991 y aquellas que la modifiquen o adicionen.
El artículo 5º del Decreto 975 de 2004 enseña que ese subsidio será otorgado por el Fondo Nacional de Vivienda con cargo a los recursos del presupuesto general de la Nación, y por las Cajas de Compensación Familiar, con cargo a las contribuciones parafiscales que administran.

El numeral 9 del artículo 3º del Decreto 555 de 2003 que también otorga a Fonvivienda como función la de asignar esa clase de subsidios, la autoriza en el numeral 10 para “adelantar las investigaciones e imponer las sanciones por incumplimiento de las condiciones de inversión de recursos de vivienda de interés social, de conformidad con el reglamento y, condiciones definidas por el Gobierno Nacional”
En este caso, está inconforme el demandante con la decisión de Fonvivienda de negarle el auxilio para vivienda a que se postuló, decisión que de acuerdo con la respuesta a la demanda está contenida en la Resolución No. 602 del 16 de diciembre de 2008, “Por la cual se comunicó el rechazo de las postulaciones al Subsidio Familiar de Vivienda para población en situación de desplazamiento, dentro de la convocatoria efectuada mediante Resolución 174 del 5 de junio de 2007 de Fonvivienda” y que como se infiere de ese escrito, del que remitió Comfamiliar Risaralda, de las manifestaciones del actor en el memorial por medio del cual solicitó la tutela y de los anexos aportados, tuvo como fundamento que uno de los integrantes del grupo familiar del accionante, concretamente la señora Adeaida Mena Palacios, fue beneficiaria de otro subsidio con la misma finalidad.
Surge de lo anterior que al atender la solicitud de subsidio presentada por el actor, encontró la entidad competente para otorgarlo un motivo que le impidió concederlo, toda vez que la ley lo autoriza “por una sola vez”, como una forma de procurar el equilibrio económico entre la población desplazada, teniendo en cuenta el carácter limitado de los recursos económicos disponibles y su finalidad de satisfacer la necesidad de vivienda a familias que no tienen inmueble alguno.

Así las cosas, el acto administrativo por medio del cual al actor se le negó el subsidio que había solicitado constituye un acto legítimo de autoridad, porque ante situaciones como aquella en la que se encuentra el grupo familiar del actor, no es posible concederlo.

En consecuencia, como se está ante una actuación administrativa legítima que no vulnera derecho fundamental alguno, no hay lugar a conceder el amparo pretendido por el motivo que se analiza, razón por la cual se confirmará el fallo de primera instancia que así lo decidió.

4.- En conclusión se avalará la sentencia objeto de revisión en cuanto negó la tutela solicitada por el actor frente a Comfamiliar Risaralda y el Fondo Nacional de Vivienda para obtener un subsidio para vivienda, pero se otorgará el amparo solicitado frente a Acción Social con el fin de obtener la prórroga de la ayuda humanitaria, para lo cual, como ya se indicara, se le ordenará informar al actor de manera clara la fecha y el lugar en que se hará la respectiva entrega, que ya fue aprobada.  

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1º.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero  Civil del Circuito de Pereira, el pasado 23 de junio, en cuanto negó la tutela solicitada por el señor Senen Machado Mena frente a Comfamiliar Risaralda y el Fondo Nacional de Vivienda, REVOCÁNDOLA en relación con el amparo que se solicitó de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, Risaralda. En consecuencia, se ordena al representante de la citada entidad que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, informe de manera concreta al accionante la fecha y lugar en que hará entrega de la ayuda humanitaria adicional que ya aprobó.

2º.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

3º.- Lo aquí decidido notifíquese a la partes al tenor del canon 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS          
GONZALO FLÓREZ MORENO 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

� Sentencia T-1094 de 2007, MP. Humberto Antonio Sierra Porto


� Sentencia T-64 de 2009, MP: Jaime Araújo Rentaría. 
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